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La política integral es la respuesta que tiene la ciudad de Cúcuta de mitigar el margen de 
exclusión social que en la actualidad padece la mayoría de migrantes provenientes de 
Venezuela. Una perspectiva institucional más humana garantiza la inclusión de los sectores 
generalmente rechazados por el entorno social. A pesar de la importancia y el valor que 
tiene una política integral migratoria frente a los derechos de los venezolanos, la 
municipalidad de Cúcuta se destaca por ser ajena a las dificultades de este grupo 
poblacional, ahondando más en sus dificultades. Con base en lo anterior, el presente trabajo 
discierne la relevancia de implementar una política integral en materia de derechos 
humanos en la ciudad de Cúcuta frente a los migrantes procedentes desde Venezuela.  
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SOCIAL EXCLUSION OF VENEZUELAN IRREGULAR MIGRANTS SETTLED 





The integral policy is the response that the city of Cúcuta has to mitigate the margin of 
social exclusion currently suffered by the majority of migrants from Venezuela. A more 
human institutional perspective guarantees the inclusion of the sectors generally rejected by 
the social environment. Despite the importance and value of a comprehensive immigration 
policy against the rights of Venezuelans, the municipality of Cúcuta stands out for being 
oblivious to the difficulties of this population group, delving deeper into its difficulties. 
Based on the foregoing, this work discerns the relevance of implementing a comprehensive 
human rights policy in the city of Cúcuta against migrants affected from Venezuela. 
 
























Colombia, ha registrado en los últimos años (2015-2018) la llegada masiva de ciudadanos 
venezolanos que han decidido migrar a territorio colombiano, algunos de manera legal y 
otros ilegalmente. En el caso de los migrantes ilegales o irregulares, estos ven afectados de 
múltiples formas sus derechos, ante la falta de preparación del Estado colombiano, para 
atender este fenómeno. 
 
A pesar de lo anterior, en Colombia, se han efectuado una serie de reformas 
normativas, dirigidas a poder atender a esta población migrante irregular, especialmente, en 
temas relacionados como salud, educación, vivienda, y trabajo, acciones que son 
desarrolladas por cada dependencia, al no existir una política pública que articule las 
mismas.  
 
En ese sentido, se desarrolla la presente investigación la cual permitió analizar la 
forma en que se han visto afectados ante la ausencia de una política pública integral, los 
migrantes irregulares venezolanos que han sido víctimas de exclusión social en la ciudad de 
Cúcuta en los años 2017-2018, partiendo de la selección de informes de organizaciones 
internacionales de derechos humanos, universidades e instituciones, los cuales fueron  
tomados como fundamento para el desarrollo de los objetivos específicos. 
 
Por tratarse de una investigación desarrollada a partir de fuentes documentales, su 
enfoque es el cualitativo, y el tipo es el descriptivo. Cualitativo, es el enfoque que, de 
acuerdo a Hernández, Fernández & Baptista (2014), “sirve para que el investigador se 
forme creencias propias sobre el fenómeno estudiado” (p. 10). Refiriéndose a este enfoque 
Hurtado (2007) “los investigadores cualitativos hacen registros narrativos de los fenómenos 
que son estudiados mediante técnicas como la entrevista no estructurada, los análisis 
documentales, la observación participante, entre otros”; lo que aplica a este estudio. Por su 
parte, el tipo de investigación utilizado, que es el descriptivo, Hurtado, afirma que “este 





permite la enumeración detallada de las características del evento en estudio”, como lo es 
en este caso. 
 
Para su desarrollo se utilizaron tanto fuentes primarias, como secundarias de 
información, las cuales estuvieron constituidas por la normativa nacional e internacional de 
protección a los migrantes; así como por informes y documentos de diferentes entidades u 
organizaciones referidos al tema.  
 
Plan de redacción 
 
El desarrollo del presente artículo se ha estructurado de la siguiente manera; 1) Examinar 
las situaciones de exclusión social que han enfrentado los migrantes irregulares 
venezolanos en Cúcuta en los años 2017-2018; 2) Identificar las acciones que se han 
adelantado para proteger a los migrantes irregulares venezolanos en Cúcuta, como parte de 
una política pública integral en los años 2017-2018; 3) Identificar las acciones que se han 
adelantado para proteger a los migrantes irregulares venezolanos en Cúcuta, como parte de 





















EXCLUSIÓN SOCIAL DE LOS MIGRANTES IRREGULARES VENEZOLANOS 
ASENTADOS EN CÚCUTA, AÑOS 2017-2018: LA AUSENCIA DE UNA 
POLÍTICA PÚBLICA INTEGRAL 
 
En los últimos años (2015-2018) se ha registrado una migración constante de venezolanos a 
Colombia, y especialmente, este fenómeno se hace más visible en la frontera colombo-
venezolana, la cual tiene una extensión total de 2.219 kilómetros de límite internacional; y 
es considerada por Morales (2017), como:   
 
La más activa de Latinoamérica, por su intercambio comercial, y la gran movilidad de 
personas, es la ubicada entre Colombia y Venezuela, concretamente, entre el 
Departamento Norte de Santander (lado colombiano), y el Estado Táchira (lado 
venezolano).  Si bien desde Cúcuta se llega a tres poblaciones venezolanas: Boca de 
Grita, Ureña y San Antonio, son estas dos últimas, la de mayor flujo.  En efecto, por 
el Puente Internacional Francisco de Paula Santander, se llega a Ureña, y por el 
Puente Internacional Simón Bolívar, se llega a San Antonio.   
 
El flujo migratorio iniciado el año 2015 de venezolanos hacia Colombia, generado 
por las condiciones socioeconómicas que enfrenta el vecino país, y que se atribuye a “la 
llegada de Nicolás Maduro al poder en Venezuela, tras la muerte del Presidente Hugo 
Chávez, con lo que se agudizó la situación socioeconómica por la que venía atravesando 
este país”. (Ruíz Meneses y Ruíz Granada, 2017).  
 
En cuanto a Norte de Santander las actuales dinámicas migratorias dan cuenta de “un 
ingreso en el año 2015 de 329.478 venezolanos; en el año 2016, 378.597” (Migración 
Colombia, 2017), y, en el año 2017 Migración Colombia selló la entrada de cerca de 796 
mil ciudadanos venezolanos al territorio nacional” (Migración Colombia, 2018, p. 6), que 
salen de su país por la situación económica, social y política que se vive en Venezuela, lo 
que ha generado una migración masiva de venezolanos hacia Colombia, convirtiéndolo en 
“el  principal receptor de este éxodo”. (Banco Mundial, OIM, Organizaciones de 
Venezolanos, 2017).  
 






De acuerdo a cifras de Migración Colombia (2018), a diario ingresan 
aproximadamente “30.000 personas venezolanas con TMF (tarjeta migratoria fronteriza, 
por los Puentes Internacionales Francisco de Paula Santander, Simón Bolívar, y se calcula 
que de los mismos regresan 27 mil venezolanos a su país diariamente”. (p. 18). 
Actualmente, se registran las entradas y salidas de venezolanos, a través de cámaras 
digitales con conteo de personas. Además, de lo anterior, se lleva un registro por parte de 
Migración Colombia, que da cuenta de 1500 personas extranjeras que ingresan por los 
puntos de control anteriormente mencionados con pasaporte sellado. 
 
Lo anterior demuestra que el número de migrantes venezolanos hacia Colombia, ha 
aumentado en forma considerable durante los últimos años (2015 al 2017), lo anterior fue 
reseñado por Urbina (2017) en un informe periodístico para el Diario El Espectador, así: 
“La llegada masiva de venezolanos a Cúcuta no se detiene, motivada por la grave situación 
de ese país”. Lo cierto, es que la llegada y asentamiento de venezolanos en Cúcuta, ha 
tenido algunas repercusiones financieras, sociales y de atención diferencial, los cuales están 
relacionados principalmente con la discriminación, xenofobia, exclusión social, entre otras 
vulneraciones a sus derechos fundamentales.  
 
La exclusión social de que son víctimas los migrantes venezolanos que por diversos 
motivos se han asentado en Cúcuta, puede ser definida desde lo conceptuado por Clavijo 
Cáceres (2012) quien afirma que: 
 
La exclusión social, igualmente conocida como marginamiento social, es una condición de 
las personas o de ciertos grupos humanos determinados que les impide acceder al mínimo de 
condiciones económicas, profesionales, políticas o de estatus social que les permita una vida 
con condiciones de dignidad, "vida digna", en los términos de la Constitución Política 
colombiana y de la interpretación que de ella hace la Corte Constitucional como máximo 
intérprete de carta magna”. (p.38). 
 





Esa imposibilidad de tener una vida digna, es lo pone de manifiesto la necesidad de 
analizar la forma en que se han visto afectados ante la ausencia de una política pública 
integral, los migrantes irregulares venezolanos que han sido víctimas de exclusión social en 
la ciudad de Cúcuta en los años 2017-2018. 
 
Política Pública Integral  
 
Ante todo, la definición de política pública integral en materia de derechos humanos resulta 
un aspecto necesario para el presente trabajo. La conceptualización teórica o etimológica de 
un termino no es del todo sencilla, aun más, cuando su estudio sea exacerbado desde el 
plano de la sociología y la ciencia política. La definición de política pública, puede girar en 
diferentes enfoques, el más común o recurrente es el enfoque estatal, el cual suele ser muy 
simple y ordinario, porque tiene una visión limitada, enfrascada en que la política es toda 
programa que surge desde la burocracia.  
 
Al respecto, Claude Thoenig (1997) dice: “(…) Son las características propias de las 
reglas institucionales, de los intereses colectivos sustanciales y pragmáticos de los 
responsables y de los agentes públicos, de los procesos de funcionamiento orgánicos y de la 
voluntad de los dirigentes (…)” (p. 22-23). A pesar de que el enfoque centralista es 
limitado sí deja en claro que la política pública es dirigida por el poder público, 
especialmente, las tres ramas del poder. Al fin y al cabo, son las autoridades públicas las 
que tienen la capacidad para ejecutar el mecanismo al que se hace en mención.  
 
No obstante, como se dijo, esta definición es corta, porque inobserva las variantes que 
puede representar el sector social al que se dirige la política pública adelantada por el 
Estado. En consecuencia, citando nuevamente a Claude Thoenig (1997) “(…) el poder 
público no actúa necesariamente como el único actor pertinente en la formulación de las 
acciones que emprende” (p. 25).  
 
Por tanto, la definición de política pública esta impedida de ser conceptualizada desde 
un solo actor, el Estado aunque obtentor de las herramientas para ejecutar las políticas 





públicas, necesita de un ente receptor, que dinamiza los programas. Hechas estas 
apreciaciones, se considera que una definición completa de política pública es la desdeñada 
por Velásquez Gavilanes (2009): 
 
Política pública es un proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e 
instrumentos, adelantado por autoridades públicas con la participación eventual de los 
particulares, y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática. 
La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende 
modificar o mantener. (p. 156). 
 
Así las cosas, la política pública son instrumentos que posee el Estado a través del 
sector público, pero, con la necesaria participación del sector social, con el fin de impactar 
de manera positiva a un amplio grupo poblacional a través de programas y proyectos con 
un enfoque garantista.  
 
Dicho esto, una política pública integral en materia de derechos humanos es aquella 
que, mediante la coordinación del Estado y la sociedad, proyecta acciones positivas 
completas para abordar los aspectos negativos, ya sean sociales, económicos y políticos que 
supeditan a un grupo poblacional.  
 
 
Situaciones de exclusión social que han enfrentado los migrantes irregulares 
venezolanos en Cúcuta en los años 2017-2018 
 
Tomando en cuenta la previa conceptualización dada por Clavijo Cáceres (2012) frente al 
término exclusión social, es responsabilidad del presente capítulo abordar las condiciones 
mínimas que han sido desconocidas por la institucionalidad en la ciudad de Cúcuta respecto 
a los migrantes venezolanos. Esto es, desde el campo de los derechos fundamentales de 
toda persona reconocidos por la Constitución Política de 1991.  
 





Ahora bien, antes de entrar en detalle, es pertinente resaltar el panorama general y de 
conocimiento público sobre la situación de los venezolanos en Colombia. En ese sentido, 
basta apreciar la narración de ACNUR (s.f) desde el espectro latinoamericano para advertir 
que en Colombia las condiciones de los venezolanos son precarias:  
 
Sin embargo, cientos de miles de venezolanos y venezolanas permanecen sin ningún tipo de 
documentación o permiso para permanecer regularmente en los países cercanos, y por lo 
tanto carecen de acceso formal a los derechos y servicios básicos. Esto los hace 
particularmente vulnerables a la explotación laboral y sexual, el tráfico de personas, la 
violencia, la discriminación y la xenofobia. 
 
Lo anterior no es ajeno a la ciudad de Cúcuta, principal receptora de los migrantes 
provenientes de Venezuela. La causa para comprender la exclusión social de los 
venezolanos en el municipio, recae en la falta de institucionalidad para responder a los 
problemas propios de la región, pues, es un ente territorial con alto índice de desempleo y 
poco crecimiento económico. Ante esta panorámica repetitiva en los últimos años, son 
pocas los caminos institucionales que tiene el municipio para responder de manera 
adecuada al flujo migratorio presentado en la ciudad.  
 
Hechas estas apreciaciones, se describen a continuación las situaciones de exclusión 
social de los venezolanos en Colombia, especialmente, frente a las personas que se 




El derecho fundamental a la salud es uno de los pilares relevantes para la vida digna de toda 
persona. Sin este, es imposible concebir desde el plano filosófico el desarrollo de los planes 
de vida individuales y colectivos. La condición irregular de un migrante dificulta el acceso 
al sistema de salud; a pesar de que en Colombia, en el ámbito general se reglamentó el 
servicio de salud primario de manera gratuita para cualquier venezolano que lo solicitara, 





esto es insuficiente porque mantiene el estado de indefensión frente a requerimientos 
especializados de salud.  
 
La institucionalidad en Cúcuta ha sido negligente para establecer una política pública 
en materia de salud a favor de los venezolanos. Esta indiferencia institucional genera un 
caos en la actualidad dentro de las distintas empresas sociales del Estado que hacen parte 
del departamento y los municipios.  Como lo reseña Ramírez4 (2019): “Las áreas de 
urgencias de los hospitales han superado su capacidad de atención” (En: Diario La 
Opinión).  
 
Al respecto, basta observar las cifras de atenciones a venezolanos del Hospital 
Universitario Erasmo Meoz:  
 
Fuente: La Opinión, 2019.  
 
En consecuencia, el acceso a la salud por parte de la población venezolana es una 
problemática que confluye a la exclusión social de este sector, pues, imposibilita un goce 
absoluto de este derecho, como lo ordena la Constitución Política y demás leyes nacionales 
sobre el tema.  
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La educación es un derecho fundamental de todo niño, niña y adolescente (NNA), y la 
Constitución Política ordeno su reconocimiento a cualquier menor sin importar su 
nacionalidad. La ciudad de Cúcuta, al ser un ente territorial descentralizado, tiene el deber 
institucional de garantizar el ingreso a las instituciones educativas del municipio a los niños 
venezolanos. Sin embargo, la falta de una política pública, ha hecho que los centros 
educativos colapsen, no teniendo de esta manera la infraestructura para aceptar a la mayoría 
de los NNA venezolanos.  
 
Esta falta de previsión por parte de la municipalidad ha conllevado la insuficiencia de 
docentes, aulas y dotación educativa en los distintos colegios públicos. Y es que la 
inversión nacional y municipal al respecto ha sido poca, sino escasa, lo que ha saturado a 
los establecimientos educativos.  
 
Frente a esta problemática, Angarita5 (2019) refirió lo siguiente: “La matrícula de 
niños venezolanos en Cúcuta se disparó. En lo corrido de año la cifra subió a 9.026 
estudiantes”. (En: Diario La Opinión, 2019). 
 
En ese orden de ideas, la falta de respuesta institucional para que los NNA de 
nacionalidad venezolana reciban educación básica dentro del territorio nacional, solo 
refuerza el estado de subordinación del inmigrante, generando de esta manera, ante la falta 




La mayoría de los migrantes venezolanos que se asientan en la ciudad de Cúcuta lo hacen 
en condiciones inhumanas, pues, en algunos casos se evidencia que una sola habitación se 
aloja más de diez (10) personas. Además, la gran cantidad de flujo migratorio proveniente 
de Venezuela ha generado asentamientos ilegales en la ciudad que incumplen con las 
                                                             
5 Secretaria de Educación Municipio de San José de Cúcuta. 





condiciones mínimas que debe tener una vivienda. Por lo general, las viviendas en las que 
se alojan los migrantes no tienen servicios domiciliarios y la fachada afecta las condiciones 
de salud de las personas.  
 
Por otra parte, es del conocimiento público, que los migrantes venezolanos acudieron 
a los espacios públicos de la ciudad para ser ocupados con carpas y alojamientos 
improvisados. Estas situaciones son causa de la falta de planeación institucional para 




La condición irregular de varios venezolanos y el desconocimiento de la legislación interna, 
conlleva que los derechos laborales de los migrantes sean irrespetados por varios 
empleadores, que ante la necesidad económica aceptan de manera voluntaria trabajar en un 
contexto peyorativo.  
 
En consecuencia, contratan su mano de obra mucho más barata, además de no pagar 
todas las acreencias laborales y la seguridad social a las cuales tienen derecho por 
encontrarse residiendo en el territorio Colombiano, lo que a su vez promueve la 
deslaboralización de los Colombianos. 
 
Por tanto, las condiciones laborales de los venezolanos en la ciudad de Cúcuta son 
precarias por varios factores institucionales y sociales que concurren para supeditar al 
trabajador a los intereses individuales del trabajador. La falta de políticas públicas de 
control laboral permite la ejecución de conductas laborales que no se ajustan al 










Acciones que se han adelantado para proteger a los migrantes irregulares venezolanos 
en Cúcuta, como parte de una política pública integral en los años 2017-2018 
 
Bien es cierto el contexto globalizado que propende por un rechazo institucional y social 
frente a las migraciones, aspecto que limita desde el ámbito político las acciones a favor de 
los migrantes. Y es que esta construcción colectiva del migrante dentro de los Estados 
receptores se alimenta desde varios sectores, como lo expresa Aliaga,  Baracaldo, Pinto, y 
Gissi (2018): “(…) el imaginario social en torno al inmigrante venezolano en Colombia se 
puede construir desde la prensa escrita (…)” (p. 62).  
 
 Es el imaginario social que impacta a la institucionalidad uno de los factores que 
rodea la falta acción para atender las necesidades de la población migrante. Lejos esta una 
visión más acorde a los derechos humanos, como lo promueve el Banco Mundial (2017): 
“Es un tema de concepción humanitario de un grupo de personas que necesitan el apoyo de 
un país (…)”.  
 
 Por esta construcción social e institucional errada es que en la actualidad no se haya 
creado una política pública integral que de manera oportuna y pertinente, a través de los 
entes descentralizados, se salvaguarden las necesidades de los migrantes venezolanos. Por 
eso, es inviable hablar en esto momento de una política pública liderada en la rama 
ejecutiva, pues, esta visión limitada de los flujos migratorios, que se comparte en un mundo 
globalizado, dificulta la integración de una política conforme a los derechos humanos.  
 
De ahí que, se hable son de acciones descoordinadas y no de política pública; la 
institucionalidad, sigue siendo ajena a las necesidades de los migrantes, y sus acciones solo 
se limitan a mitigarlas, pero no a solucionar el estado peyorativo de sus derechos 
fundamentales. No obstante, Colombia, mantiene una disposición favorable a los derechos 
de los migrantes venezolanos, pero las formas no son las adecuadas, pues, este problema se 
soluciona desde el dialogo y la participación de los diferentes sectores.  
 





En ese orden de ideas, las primeras acciones estatales que se adelantaron a favor de 
los migrantes venezolanos fueron respecto a la salud, en vista que el movimiento 
migratorio estaba colapsando el sistema de salud nacional y que los insumos eran 
insuficientes para atender a esta población. Además, el estatus irregular de las migrantes 
imposibilitaba el acceso al sistema de los migrantes, a pesar de que es un derecho 
reconocido y salvaguardado sin ninguna distinción de nacionalidad.  
 
Así las cosas, la Circular 025 del 2017 emitida por el Ministerio de Salud y 
Protección Social comprometió a los entes descentralizado, mediante los gobernadores, 
alcaldes y secretarios de salud adelantar acciones institucionales en seis (6) frentes 
diferentes.  
 
El primer frente es la colaboración y coordinación que deben adelantar los entes 
descentralizados, las autoridades migratorias y el sector social para ejecutar acciones 
prioritarias y de urgencia al sector migrante. Estas acciones prioritarias son: “(…) salud 
mental, derechos sexuales y reproductivos, identificación de enfermedades infecciosas y la 
atención a maternas y niños” (Ministerio de Salud, 2018). 
 
El segundo frente se enfoca en la elaboración de programas de salud comunes frente a 
los inmigrantes. Quiere esto decir, la ejecución de planes que traten temas de salud pública, 
previniendo de esta forma la propagación de enfermedades y epidemias. El tercer frente, es 
la afiliación al sistema de seguridad social en salud de los migrantes venezolanos, siempre 
y cuando cumplan los requisitos legales para acceder al sistema.  
 
El cuarto frente, las acciones que deben adelantar los entes territoriales tienen la 
responsabilidad de controlar la entrada y salida de los alimentos. El quinto frente, es la 
intervención a las enfermedades epidémicas, así como los brotes que se pueden generar por 
el flujo migratorio. Finalmente, el sexto frente que deben abordar son las intervenciones 
colectivas, lo que incluye la denuncia de situaciones de violencia y el fortalecimiento de 
espacios de convivencia.  
 





Estos lineamientos nacionales se acompañan por lo dicho por Ciurlo (2015): “La 
actual política migratoria colombiana es el fruto de un largo proceso en cuyo decurso el 
Estado ha modificado su posición respecto de los inmigrantes que llegaban” (p. 236). 
Ajustándose poco a poco a los mandatos sobre los derechos humanos que pregona el marco 
internacional y la Constitución Política.  
 
Así las cosas, las acciones institucionales se han venido ejecutando desde una visión 
más cercana a los derechos humanos, aceptando de esta manera, recomendaciones 
transversales que “(…) permite resaltar la importancia de los insumos técnicos útiles en la 
toma de decisiones que optimizarían los planes de atención integral presentados a partir del 
CONPES 3950 (2018)” (Correa Segura, Díaz Acevedo, Gómez Caro, y, Sarmiento 
Cardozo, 2019). Aunque como se advirtió, son acciones que mitigan el estado de 
vulneración pero que no lo solucionan.  
 
Ahora bien, una de las acciones más relevantes que ha planteado y ejecutado la 
institucionalidad nacional es el CONPES 3950 del 2018, que define de manera general la 
estrategia para la atención de los migrantes que provienen del país de Venezuela por las 
condiciones socioeconómicas y políticas. En ese sentido, este documento tiene como 
propósito ejecutar planes frente a temas delicados como la salud, el alojamiento, el trabajo, 
la infancia y la adolescencia y la primera infancia.  
 
Por ende, a través del CONPES 3950 del 2018, el Estado colombiano está decidiendo 
que: “(…) es lo prioritario y lo urgente, para no seguir permitiendo que todo sea una 
política de gobierno de turno para mejor avanzar hacia una política de Estado” (López 
Flórez, 2018). Por lo que se focaliza y se racionaliza la actuación administrativa del Estado 
en aspectos que son urgentes y por tanto, necesarios.  
 
Cabe resaltar, que estas acciones que contrae el CONPES 3950 del 2018, son a 
mediano plazo, como lo reseña el mismo documento en su objetivo general: “atender a la 
población migrante desde Venezuela en el mediano plazo y fortalecer la institucionalidad 
para su atención”.  






Además, la política institucional destacada en el CONPES 3950 del 2018 articula las 
diferentes acciones entre las instancias que componen el Estado territorial en Colombia 
para que en un mediano plazo mejoren las condiciones de los migrantes venezolanos que se 
encuentran dentro de su jurisdicción. De esta manera, se busca superar el estado de 
exclusión social en que se encuentran por el desconocimiento y vulneración de sus 
derechos fundamentales por parte de los municipios y departamentos.  
 
En el documento CONPES 2018 se establece que el flujo migratorio incluye víctimas 
del conflicto armado interno de Colombia, por lo que frente a ellas, se establecen acciones 
especiales que eviten el estado de revictimización por parte de la institucionalidad.  
 
Las siguientes estrategias son las principales acciones que pretende el Estado a través 
de sus entes territoriales para atender los derechos y necesidades de los migrantes 
venezolanos: 
 
1. A 2021 atender en servicios de primera infancia a 133.125 niñas, niños y mujeres gestantes 
migrantes y retornados desde Venezuela por parte del ICBF. 
2. Brindar asistencia técnica al 100% de las entidades territoriales en la ruta de aseguramiento 
e implementar un protocolo para el flujo de información básica en salud de migrantes con 
los países fronterizos, a cargo del Ministerio de Salud. 
3. Brindar atención humanitaria a la población migrante con vocación de permanencia y 
población transitoria, a cargo de la UNGRD. 
4. 40.000 cupos de formación complementaria para actualizar y fortalecer las competencias 
laborales de la población migrante, a cargo del SENA. 
5. Implementar a 2021 una estrategia para agilizar los procesos de convalidación de estudios 
de los niños y adolescentes provenientes de Venezuela equivalentes a educación preescolar, 
básica y media y títulos de educación superior procedentes de Instituciones de Educación 
Superior venezolanas (Ministerio de Educación). 
6. En 2019, crear una instancia estratégica de articulación institucional para asesorar al 
Gobierno nacional en la definición de lineamientos generales para la atención e integración 
de los flujos migratorios provenientes de Venezuela. 





7. Implementar el Registro Único de Trabajadores Extranjeros en Colombia (RUTEC) con el 
fin de caracterizar la inmigración laboral formal en el país, a cargo del Ministerio de 
Trabajo. (CONPES, 2018) 
  
En conclusión, varias son las acciones nacionales que se han implementado, para 
mitigar el estado de vulneración de los migrantes venezolanos; sin embargo, como se 
advierte, estos lineamientos no solucionan la problemática migratoria, porque simplemente 
se observan como medidas aisladas y no inclusivas; acentuando de esta manera su estatus 
de irregular dentro del territorio nacional.  
 
 
Forma en que contribuiría la formulación e implementación de una política pública 
integral de atención a los migrantes irregulares venezolanos, frente a la exclusión 
social de que son víctimas 
 
Desde la definición del término política pública, se observó que uno de los elementos 
integradores de su conceptualización se centra en la participación del sector social al cual 
se dirige el accionar institucional del Estado. Arraigar esta definición para elaborar planes y 
programas a favor de los migrantes venezolanos permite que este sector se acerque y 
contribuya en la construcción de las acciones estatales, permitiendo conocer de manera más 
eficientes las necesidades y circunstancias que posibilitan la exclusión social de los 
migrantes.  
 
En consecuencia, integrar a los migrantes venezolanos para construir una política 
pública integral que solucione su situación de exclusión social garantiza que las acciones 
dirigidas a estos grupos sean las pertinentes, pues, son ellos los que conocen de mejor 
manera su situación dentro del territorio nacional. Sin embargo, esto no debe desconocer 
las particularidades de los grandes flujos migratorios en vista a que no todos tienen las 
mismas problemáticas que los otros.  
 





En ese orden de ideas, la integración del sector para construir y ejecutar la política 
pública integral permite a la institucionalidad facilidades administrativas y de resultado, 
porque tienen presente las exigencias actuales de los migrantes venezolanos. El dialogo que 
se debe construir con estos grupos de carácter permanente garantiza unas consecuencias 
óptimas y además refuerza la democracia directa dentro de un Estado Social de Derecho 
que pregona por ella.  
 
Y es que un aspecto innegable es que el flujo migratorio trae consigo un pensamiento 
emprendedor de los extranjeros que observan el traslado como una oportunidad para 
mejorar sus condiciones de vida. Esta cualidad lo resalta Reina, Mesa, Ramírez Tobón, 
(2018): “De otro lado, la evidencia muestra que los inmigrantes suelen tener mayor ímpetu 
emprendedor e innovador que la población local, lo que se explica en gran medida por su 
necesidad de construir una nueva vida en un lugar ajeno” (p. 179).  Por tanto, este 
pensamiento emprendedor que comportan los flujos migratorios permitirá elaborar una 
política pública integral innovadora en materia de derechos humanos para los migrantes 
venezolanos.  
 
Teniendo en cuenta que el dialogo y la integración son elementos fundamentales para 
la elaboración de una política pública integral, se observa igualmente necesario, luchar y 
promover una integración fronteriza que fortalezca las acciones dirigidas a la inclusión 
social de los migrantes. Al fin y al cabo, este problema involucra dos países, que deben 
velar por la protección de los derechos humanos de estas personas como el ideal del mundo 
democrático y globalizado que proponen las organizaciones internacionales.  
 
Al respecto Morales Angarita (2017) dice:  
 
(…) independientemente de las decisiones de los Estados; por lo que se encuentra 
probada, entre el departamento de Norte de Santander y el Estado Táchira, la 
existencia de hecho, de una zona de integración fronteriza, que ambos países deben 
aceptar y legislar. (p. 39). 
 





Por tanto, la concurrencia de las instituciones nacionales y las instituciones de 
Venezuela en el planteamiento y ejecución de la política pública integral resulta ser un 
factor fundamental que redunda considerablemente en beneficio de los migrantes 
provenientes del país vecino. Además, aumenta la disponibilidad presupuestal para llevar a 
cabo las acciones pertinentes.  
 
Esta integración entre los países fronterizos facilita un enfoque laboral dentro de la 
política pública integral, aspecto trascendental como lo sostiene Torres & Becerra (2012): 
“A partir de los casos analizados es evidente que las políticas públicas deben ir enfocadas a 
mejorar la integración de los inmigrantes en el mercado laborar, mediante programas de 
validación de estudios y búsqueda de empleos (…)” (p. 40). Entonces, es indudable la 
relevancia de la integración fronteriza para mejorar las condiciones laborales de los 
migrantes, pero, sobre todo, para crear una política pública integral.  
 
Finalmente, la formulación de una política pública integral asegura una visión 
institucional apoyada en la fundamentación y materialización de los derechos humanos. 
Esta visión más acogedora de los principios y derechos inherentes a la persona garantiza 
debatir la exclusión social que en la actualidad se ven inmiscuida los migrantes 
venezolanos. Entonces, esta visión que implicara una política pública integral prepondera 
por acciones más garantista para los sujetos de especial protección. De ese modo, “Se 
recomienda que el Estado colombianos fortalezca y agregue nuevos mecanismos para el 
cumplimiento de los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes migrantes 
con el fin de respetar las convenciones internacionales” (Zúñiga & Alfonso, 2018). 
 
En conclusión, la formulación de una política pública integral en materia de derechos 
humanos permite y posibilita un diálogo, interacción e integración entre varios actores con 
el fin de que sea una política más amplia. Logrando identificar el marco de los derechos 
fundamentales de esta población de migrantes en la ciudad donde los principales principios 
a nivel internacional adoptados por Colombia. 
 
 








La definición del término política pública debe ser tomado desde la desburocratización con 
el fin de que puedan ser integrados diversos actores que permiten tener una visión más 
integral de las necesidades y derechos que reclaman los sectores a los que va dirigida. En 
ese sentido, la política pública debe ser un cumulo de acciones que surge desde el diálogo y 
la integración previa. 
 
El trabajo permitió concluir que las situaciones que enmarcan una exclusión social 
para los migrantes venezolanos provienen del desconocimiento de los derechos 
fundamentales de la persona. En ese sentido, no tienen acceso completo al sistema de salud 
y educativo; tampoco tienen condiciones laborales dignas como lo exige la constitución 
política y las leyes laborales. A la par con lo anterior, las condiciones de vivienda son 
precarias alejándose de los postulados mínimos que dignifican vivir en un espacio 
denominado hogar.  
 
Por otra parte, se determinó que las principales acciones institucionales se erigieron 
frente al derecho a la salud, como un aspecto esencial a la vida digna que merece toda 
persona. No obstante, la acción ms relevante es el documento CONPES expedido en el año 
2018 porque integra un cumulo de acciones a mediano plazo de manera coordinada para 
atender los problemas de los migrantes venezolanos.  
 
Teniendo en cuenta que el dialogo y la integración son elementos fundamentales para 
la elaboración de una política pública integral, se observa igualmente necesario, luchar y 
promover una integración fronteriza que fortalezca las acciones dirigidas a la inclusión 
social de los migrantes. 
 
Finalmente, la formulación de una política pública integral asegura una visión 
institucional apoyada en la fundamentación y materialización de los derechos humanos. 
Esta visión más acogedora de los principios y derechos inherentes a la persona garantiza 





debatir la exclusión social que en la actualidad se ven inmiscuida los migrantes 
venezolanos. Entonces, esta visión que implicara una política pública integral prepondera 
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